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Abstract: In contrast to the traditional approach that companies should primarily aim to increase value 
for their shareholders, primarily through increased profits, in recent times, the consideration of ethical 
elements has become increasingly important. These include human rights in global supply chains. 
A number of countries have adopted standards that require companies to establish due diligence 
mechanisms in their supply chains, and this trend is expected to spread and strengthen in the future. 
Establishing due diligence systems can pose significant obstacles for companies, primarily due to the 
opposition of many countries to investigating working conditions in their territories. It is necessary, 
on the one hand, to harmonise the policies applied on due diligence in supply chains; in the EU this 
would mean adopting Community legislation. On the other hand, companies need to be defended and 
supported, either by their governments or by supranational institutions such as the EU, so that they can 
fulfil their obligations.
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Resumen: Frente al planteamiento tradicional de que las empresas debían perseguir fundamentalmente 
aumentar el valor para sus accionistas, en primer lugar a través del aumento de beneficios, en los últimos 
tiempos ha adquirido una creciente relevancia la consideración de elementos de tipo ético. Entre éstos se 
encuentran los derechos humanos en las cadenas de suministro globales. Diversos países han adoptado 
normas que obligan a las empresas a establecer mecanismos de diligencia debida en sus cadenas de 
suministro, y es de prever que se trata de una tendencia que se extenderá y reforzará en el futuro. Establecer 
sistemas de diligencia debido puede suponer obstáculos importantes para las empresas, en primer lugar 
por la oposición de muchos países a que se investiguen las condiciones laborales en sus territorios. Es 
necesario, por un lado, armonizar las políticas que se aplican sobre diligencia debida en las cadenas de 
suministro; en la UE ello implicaría adoptar una normativa comunitaria. Y es necesario, por otro, que 
las empresas sean defendidas y respaldadas, bien por sus gobiernos o por instituciones supranacionales 
como la UE, para que puedan cumplir con sus obligaciones.
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Introducción: un cambio de paradigma

Durante mucho tiempo, los directivos de las empresas, así como numerosos académicos, han considerado 
que el compromiso básico de las empresas era con sus accionistas. Esta filosofía se expresó de forma noto-
ria en un famoso artículo de Milton Friedman publicado en 1970, The Social Responsibility of Business is to 
Increase Its Profits1.

Los empresarios, según este planteamiento, debían por tanto buscar, con carácter casi exclusivo, un aumen-
to en el valor de sus empresas. Para ello, en un segundo nivel, los objetivos eran aumentar los beneficios y los 
dividendos que se pagan a los accionistas, aumentar las ventas, crecer tanto en el mercado nacional como 
en los mercados internacionales, mejorar la eficiencia y la competitividad. 

Con el objetivo de aumentar la eficiencia y la competitividad de las empresas se desarrollaron las deno-
minadas “cadenas globales de valor” o “cadenas de suministro”. Las cadenas globales de valor pueden ser 
definidas como2 redes de instalaciones productivas y de medios de distribución, situados en diferentes lo-
calizaciones geográficas, y que tienen como objetivo la fabricación de productos integrando materiales y 
servicios de diferentes procedencias con el fin de distribuirlos luego a los consumidores situados también 
en diferentes partes del mundo.

Diversos factores han favorecido la fragmentación de los procesos de producción, es decir, la distribución 
de las diversas partes de los mismos entre diferentes localizaciones con el fin de beneficiarse de sus ventajas 
competitivas (de forma especial, aunque no la única, de los menores costes laborales). Entre esos factores 
cabe destacar:

	– La mejora de los sistemas de transporte.

	– La difusión de las tecnologías de información que facilitan la comunicación y la coordinación entre los 
diferentes centros productivos.

	– La reducción de barreras al comercio gracias a los procesos de liberalización comercial impulsados por 
los organismos internacionales y por acuerdos regionales de integración. Ello facilita el que los bienes 
puedan ser exportados de unos países a otros con costes bajos por aranceles y otras barreras al comercio.

	– La apertura a la inversión extranjera de países emergentes, que valoran positivamente la aportación de 
ésta a las inversiones, el empleo y el crecimiento económico. Así, en muchos países se han puesto en mar-
cha políticas activas de captación de inversiones extranjeras, y se han creado agencias para la captación 
de éstas.

La fragmentación de la producción supone que ésta es dividida en fases. La producción de los diferentes 
componentes se realiza en la localización más eficiente para cada uno de ellos. Los componentes son envia-
dos a una localización en la que se realiza el ensamblaje final del producto. Los productos finales son vendi-
dos en los mercados internacionales. La fragmentación, como es lógico, implica unos flujos internacionales 
de comercio mucho mayores que si todo el proceso productivo se realizara en la misma localización.

China es el ejemplo más destacado de una localización a la que muchas empresas internacionales traslada-
ron una parte de su proceso de producción con el fin de aprovechar sus ventajas de menores costes. De ahí 
que China pasara a ser denominada “la gran fábrica del mundo”. Las fábricas instaladas en China recibían 
materiales procedentes de otros países (también incorporaban lógicamente materiales producidos local-
mente), los procesaban y los enviaban luego a otras instalaciones para proseguir con el proceso productivo.

De esta forma, según Atradius3, el valor añadido de origen extranjero en las exportaciones chinas creció 
desde un 11% en 1995 hasta un máximo de un 36% en 2005. Un proceso similar ocurrió en ese periodo en 

1	 Friedman (1970).

2	 Fanjul (2021).

3	 Atradius (2015).
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Europa, al desplazarse una parte importante de la producción hacia los países de Europa del Este, y en Es-
tados Unidos con un desplazamiento de actividades productivas hacia México tras el establecimiento del 
NAFTA –el tratado de libre comercio entre Estados Unidos, México y Canadá–.

En estos últimos años una serie de factores están provocando cambios importantes en la estructura de las 
cadenas de suministro. Se ha empezado a hablar incluso de una tendencia hacia la desglobalización, de una 
reversión en el proceso de globalización que ha sido uno de los rasgos determinantes de la economía mun-
dial desde la Segunda Guerra Mundial4. La economía internacional habría entrado en una fase de retroceso 
de las cadenas globales de valor.

No cabe pensar sin embargo, que la economía mundial vaya hacia una involución a medio y largo plazo en 
un proceso de globalización que, con sus altibajos, ha predominado en los dos últimos siglos. Ahora bien, la 
globalización está cambiando. Estos cambios están afectando de manera muy directa a las cadenas globales 
de valor.

Se ha puesto en marcha la búsqueda de un nuevo equilibrio, en el que el objetivo de eficiencia debe compa-
ginarse con la consideración de otros aspectos. Junto al criterio de eficiencia, han surgido nuevos criterios. 
En primer lugar, la búsqueda de una seguridad que se puede denominar “geoestratégica”, es decir, la necesi-
dad de garantizar un control de actividades vitales y estratégicas en la economía. El desencadenante princi-
pal en este sentido ha sido el auge de las inversiones de las empresas chinas, empresas estatales o privadas 
que dependen de un gobierno autoritario con un sistema de valores muy distinto al que existe en los países 
occidentales.

Así, han empezado a implantarse sistemas de control de las inversiones extranjeras que, aunque no se diga 
explícitamente, han sido diseñados pensando sobre todo en las inversiones chinas. Uno de los ejemplos más 
claros es el mecanismo de control de inversiones (investment screening) establecido por la Unión Europea 
en 2019.

Un segundo criterio se refiere a la a la consideración de elementos de tipo ético. Aquí un tema clave es el que 
constituye el objeto de este trabajo: los derechos humanos en las cadenas de suministro. 

Un factor clave que está impulsando que las empresa presten mayor atención a los temas éticos en los proce-
sos de producción es la creciente importancia que tienen para los consumidores. Así lo refleja de forma clara 
un estudio realizado por Barclays en 20225.

Según el estudio de Barclays, aunque los consumidores todavía consideran la calidad y el precio como sus 
principales criterios a la hora de comprar productos y servicios, tienen la expectativa de que lo que compran 
también es ético y sostenible. “Los comercios minoristas están demostrando una voluntad de satisfacer estas 
demandas (…) con el 49% de todos los minoristas que afirman que las normas éticas son ahora más impor-
tantes que dos años atrás. Además, el 51% de todos los minoristas dicen que la sostenibilidad se ha vuelto 
más importante”.

Las cadenas de suministro ocupan un papel central en las preocupaciones de tipo ético, y exigir a los provee-
dores que cumplan con unos requisitos mínimos es clave para que exista una dimensión moral además de 
la dimensión comercial en la actividad del comercio minorista. “Con este fin, el 79% de los minoristas están 
de acuerdo en que la mejor estrategia es mejorar las credenciales éticas y de sostenibilidad de sus cadenas 
de suministro”.

Según Barclays, un 21% de los minoristas han cancelado sus contratos con suministradores porque éstos no 
cumplían con sus criterios éticos y de sostenibilidad.

Es significativo que los consumidores están dispuestos a pagar más por productos que cumplan requisitos 
éticos (un 4,55% más) o de sostenibilidad (un 4,36% más). “Los comercios minoristas pueden tener en cuen-
ta esta predisposición a la hora de tomas sus decisiones de fijación de precios”.

4	 Fanjul (2021b).

5	 Barclays (2022).



Real Instituto Universitario de Estudios Europeos | 7

Factores que los consumidores tienen en cuenta a la hora de comprar

 

Fuente: Barclays (2022)

En cuanto al criterio de eficiencia, que hasta hace poco era el dominante, los trastornos causados por la 
pandemia no son la única causa de los cambios que se están registrando. Los posibles conflictos geopolíti-
cos (guerra comercial China-Estados Unidos, Irán, Ucrania, etcétera) o las catástrofes naturales, son otros 
elementos que impulsan la búsqueda de una mayor seguridad en los aprovisionamientos.

La relocalización, el retorno de las actividades productivas a sus países de origen, no es tampoco la única 
respuesta en lo que se refiere a localización. Otras soluciones son el acortamiento de las cadenas globales 
de valor, mediante el acercamiento de actividades productivas que se encuentren en zonas geográficas muy 
alejadas, o la producción en proximidad o regionalización, otro concepto que está adquiriendo creciente 
popularidad.

Aparte de medidas referidas a la localización, hay otros dos tipos de respuesta que previsiblemente van a 
adquirir mayor importancia en la búsqueda de una mayor resiliencia. Por un lado, un mayor grado de diver-
sificación en los suministros, de forma que problemas que puedan surgir con un determinado suministrador 
puedan ser compensados a través de otros suministradores. Se trata de evitar que suministros vitales depen-
dan de una única fuente.

Por otro, el mantenimiento de mayores niveles de stocks, para asegurar el mantenimiento del ritmo de pro-
ducción en caso de trastornos en los suministros. Las estrategias de just in time están dando paso a nuevas 
estrategias en la política de stocks de las empresas. Se ha empezado a hablar de estrategias de just in case, de 
que las empresas tengan previstas medidas para prevenir los efectos de trastornos inesperados en sus cade-
nas de suministro, de forma que el proceso de producción no se vea paralizado.

Claro está, mayores grados de diversificación y de niveles de stocks suponen un aumento de costes, lo que 
puede reducir las ventajas del comercio internacional, y puede tener un efecto contractivo sobre éste.

Iniciativas internacionales sobre derechos humanos y 
cadenas de suministro

En suma, estamos avanzando hacia un modelo más equilibrado de globalización, en el que se consideran 
los beneficios de la eficiencia junto a otros factores en las cadenas de aprovisionamiento de los bienes y ser-
vicios que las empresas necesitan para su actividad productiva: factores geoestratégicos y de seguridad, de 
resiliencia y los aspectos éticos, que constituyen el objeto central de este trabajo.

Ha empezado a exigirse a las que empresas tengan compromisos no sólo hacia sus accionistas, sino también 
hacia la sociedad en general. Aumentar beneficios o el valor para los accionistas no pueden ser el único cri-
terio para juzgar el comportamiento de los ejecutivos de las empresas. Como ha señalado Daron Acemoglu, 
“las restricciones legales e institucionales sobre los altos ejecutivos deben ser reforzadas. Durante dema-
siado tiempo, los responsables de las empresas han evitado el enjuiciamiento penal por comportamiento 
criminal”.6

6	 Acemoglu (2021).



8 | Real Instituto Universitario de Estudios Europeos

Derechos humanos y medio ambiente son probablemente los dos factores más importantes que se han in-
corporado a los objetivos por los que deben ser valoradas las organizaciones empresariales, y en particular 
sus gestores.

Los problemas de ética en los negocios internacionales, que pueden suponer un conflicto con los intereses em-
presariales, no son ni mucho menos nuevos. La corrupción en los contratos internacionales es una lacra bien 
conocida, que existe desde hace mucho tiempo, y contra la cual se viene luchando tanto a nivel de los países 
como a nivel multilateral, sobre todo en la OCDE, que ha aprobado una convención contra la corrupción7. 

Esta nueva preocupación se ha plasmado en un concepto: los criterios ESG (iniciales en inglés que corres-
ponden a Environmental, Social and Governance). Los criterios ambientales, sociales y de gobernanza (ESG) 
constituyen un conjunto de normas para las operaciones de una empresa que los inversores conscientes de 
su responsabilidad hacia la sociedad utilizan para evaluar posibles inversiones. 

Los criterios ambientales consideran el desempeño de una empresa en relación con el medio ambiente. Los 
criterios sociales examinan cómo gestiona la empresa sus relaciones con empleados, proveedores, clientes y 
las comunidades en las que impacta su actividad. La gobernanza se refiere a la forma de dirigir una empresa, 
la remuneración de los ejecutivos, las auditorías, los controles internos y los derechos de los accionistas.

Los criterios ESG están adquiriendo creciente relevancia en la evaluación que realizan los inversores a la 
hora de considerar una inversión en una empresa. Muchos fondos de inversión han empezado por ejemplo 
a ofrecer a sus clientes productos de inversión que incorporan criterios ESG8.

Se ha desarrollado una línea de pensamiento que defiende que las empresas deben vigilar para que en sus 
cadenas de suministro no se violen los derechos humanos. Así se ha llegado a la propuesta de establecer una 
obligatoriedad legal de que las empresas establezcan sistemas de diligencia debida sobre sus cadenas de 
suministro. Según la Comisión Europea, “la diligencia debida es el proceso que las empresas deben llevar a 
cabo para determinar, prevenir, mitigar y rendir cuentas de cómo hacen frente a los riesgos reales y potencia-
les de trabajo forzoso en sus propias actividades, cadenas de suministro y relaciones comerciales”9. 

Uno de los aspectos que es objeto de creciente atención en lo que se refiere a los derechos humanos en las 
cadenas de suministro de las empresas es el trabajo forzoso.

La expresión “trabajo forzoso u obligatorio”designa, según el Convenio sobre Trabajo Forzoso de la Organi-
zación Internacional de Trabajo de 1930, “todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la amenaza de 
una pena cualquiera y para el cual dicho individuo no se ofrece voluntariamente”10.

Según la Unión Europea, “se calcula que existen 25 millones de personas en situación de trabajo forzoso en 
todo el mundo. De ellas, 16 millones son explotadas en el sector privado, 4,8 millones están sometidas a ex-
plotación sexual forzada y 4 millones a trabajos forzosos impuestos por las autoridades estatales. El trabajo 
forzoso afecta desproporcionadamente a las mujeres y las niñas”11.

La Comisión Europea menciona algunos ejemplos de trabajo forzoso12:

	–  “Programas orquestados por el Estado que imponen el trabajo forzoso de personas detenidas en deten-
ción administrativa, presos en prisión preventiva, presos políticos y personas detenidas por actividades 
sindicales o de reunión pacífica;

	– Servidumbre por deudas vinculadas a tasas de contratación o en el contexto de la trata de seres humanos;

7	 Puede verse la amplia actividad de OCDE de lucha contra la corrupción, y una serie de documentos que ha elaborado al respecto, en 
https://www.oecd.org/daf/anti-bribery/. 

8	 Como un ejemplo de esta creciente atención a los temas ESG, puede verse la guía publicada por KPMG para que las empresas mejoren 
sus estrategias sostenibles: KPMG (2022).

9	 Comisión Europea (2021).

10	 https://www.ilo.org/global/topics/forced-labour/definition/lang--es/index.htm

11	 Comisión Europea (2021).

12	 Comisión Europea (2021).

https://www.oecd.org/daf/anti-bribery/
https://www.ilo.org/global/topics/forced-labour/definition/lang--es/index.htm
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	– ‘Cultivo forzado’, es decir, cultivo obligatorio que vincula a los agricultores a sus tierras y les obliga a ven-
der sus productos a un concesionario obligatorio;

	– Dependencia de la ‘disciplina laboral’ para la producción, es decir, la obligación de trabajar como sanción 
por infringir las normas de la empresa o no completar la cuota de producción;

	– Reclutamiento de menores en las fuerzas armadas o en organizaciones paramilitares;

	– Restricciones a la capacidad de los trabajadores para cambiar de empleador o poder abandonar el país de 
acogida sin el permiso del empleador;

	– Restricciones a la circulación de trabajadores junto con otras medidas coercitivas (por ejemplo, amenazas 
o uso de la fuerza);

	– Salarios irregulares, retrasados o diferidos o impago de salarios como medida para obligar a los emplea-
dos al empleo;

	– Obligar a los trabajadores a trabajar más horas extraordinarias de lo permitido por la legislación nacional 
o (en su caso) por los convenios colectivos bajo la amenaza de una pena”.

En diversos países han comenzado a aprobarse normas que obligan a las empresas a supervisar sus cadenas 
de suministro. 

El parlamento alemán aprobó en 2021 una ley que obliga a las empresas a analizar y denunciar los abusos 
contra los derechos humanos y el medio ambiente a lo largo de sus cadenas de suministro. La ley entrará en 
vigor en 2023 para aproximadamente 600 grandes empresas con 3.000 o más empleados, y en 2024 para otros 
3.000 empresas con 1.000 o más empleados. Las filiales en Alemania de empresas multinacionales también 
deben seguir las obligaciones de la ley.

Se trata de que las empresas supervisen y vigilen para que en estas cadenas de suministro, a través de las 
cuales las empresas se proveen de bienes intermedios, y que pueden extenderse por numerosos países, no 
se produzcan violaciones de los derechos humanos (como trabajo forzoso, trabajo infantil, condiciones pre-
carias de trabajo) o del medio ambiente.

La nueva legislación alemana prevé sanciones que pueden llegar a ser elevadas, en forma de multas y exclu-
sión de la contratación pública, para aquellas empresas que no cumplan con estas obligaciones de diligencia 
debida. Las sanciones económicas por incumplimiento pueden llegar hasta el 2% de los ingresos anuales de 
una empresa.

Desde ciertos medios empresariales alemanes se ha criticado la ley, porque perjudicará a las empresas ale-
manas, en la medida en que es una ley unilateral de responsabilidad, que coloca a las empresas alemanas en 
una situación de desventaja frente a las empresas de otros países.

Entre los países de la Unión Europea cabe destacar también la ley francesa de 2017 sobre el deber de vigi-
lancia, que exige que todas las grandes empresas francesas (con más de 5.000 empleados en Francia y más 
de 10.000 en el mundo) actúen con debida diligencia con respecto a las empresas que controlan y todos sus 
contratistas y proveedores. Se exige que las empresas desarrollen un plan de vigilancia en consulta con los 
sindicatos. Las empresas que no cumplan con sus obligaciones de debida diligencia están sujetas a sancio-
nes y al pago de daños y perjuicios. 

Los planes de las empresas deben tener un mapa de riesgos, procedimientos regulares de evaluación de 
riesgos, acciones de mitigación y prevención, un mecanismo de alerta y un mecanismo de monitoreo. Una 
evaluación relativamente reciente (febrero de 2020) del gobierno francés sobre la aplicación de la ley encon-
tró que, si bien algunas empresas han efectuado avances reales, muchas otras aún no la aplican de manera 
efectiva.

En 2021 se anunció que la fiscalía francesa había abierto una investigación sobre presuntos crímenes contra 
la humanidad de algunas empresas que se beneficiarían de trabajo forzoso en Xinjiang. Se mencionaba en 
las acusaciones a Uniqlo, Skechers, Zara. La investigación se basaba en denuncias presentadas por un tra-
bajador uigur exiliado y tres organizaciones de derechos humanos: Sherpa, el Instituto Uigur de Europa y 
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Ethics on the Label Collective. Las organizaciones de derechos humanos alegan que estas empresas se están 
beneficiando de un sistema chino de represión contra los uigures y otras minorías musulmanas en Xinjiang.

Uniqlo negó en un comunicado las acusaciones, y se mostró dispuesta a cooperar plenamente con las auto-
ridades francesas, “para reafirmar que no hay trabajo forzoso en nuestras cadenas de suministro”. La empre-
sa añadió que no tiene suministradores en Xinjiang. “No ha habido evidencia de trabajo forzoso o cualquier 
otra violación de derechos humanos en ninguno de nuestros proveedores. Si hay evidencia, dejaremos de 
hacer negocios con ese proveedor”, se señalaba en su comunicado13.

Inditex, por su parte, señaló que “aplicamos tolerancia cero hacia cualquier forma de trabajo forzoso y 
establecemos políticas y procedimientos para asegurar que esta práctica no existe en nuestra cadena de 
suministro”14.

China, por su parte, niega con energía este tipo de acusaciones. Un argumento habitual por parte de las au-
toridades china es que estas acusaciones constituyen una interferencia en los asuntos internos del país. Un 
portavoz del Ministerio de Relaciones Exteriores de China, Wang Wenbin, declaró a propósito de las acciones 
legales en Francia: “Hemos enfatizado repetidamente que el llamado ‘trabajo forzoso’ en Xinjiang es una men-
tira inventada por un pequeño número de elementos anti-China de Estados Unidos y algunos otros países, con 
el objetivo de perturbar Xinjiang y frenar a China”. “Nos oponemos firmemente a cualquier fuerza externa que 
interfiera en los asuntos internos de China a través de asuntos relacionados con Xinjiang”, continuó15.

Previsiblemente, normas que responsabilizan a las empresas de sus cadenas de suministro se extenderán 
a otros países europeos. De hecho, aumentan las peticiones para que se establezca una regulación a nivel 
europeo, que vincule a los países de la UE.

Un hito importante en relación con el trabajo forzoso fue la aprobación en 2021 en Estados Unidos de la Uy-
ghur Forced Labor Prevention Act (UFLPA). En una era de polarización partidista en el país, la ley es un raro 
ejemplo de legislación bipartidista. Los promotores incluían representantes de todo el espectro político. En 
parte, la ley es una muestra del clima existente en los medios políticos de Washington en relación con China, 
un clima de creciente hostilidad.

La iniciativa legislativa se presenta como una respuesta a la situación de los derechos humanos en Xinjiang. 
La ley presupone que cualquier producto en Xinjiang ha sido realizado con trabajo forzoso. Las autoridades 
aduaneras americanas tendrían que determinar positivamente que los productos no han sido fabricados 
empleando trabajo forzoso.

Además, esta presunción de trabajo forzoso se aplicaría no sólo a productos fabricados en Xinjiang, sino 
también a productos en cuya fabricación participen trabajadores de Xinjiang que hayan sido trasladados 
para trabajar en otros lugares de China.

Como indicó el senador Rubio: If you’re a company who is manufacturing in that area, you’re going to need to 
prove that slaves didn’t make it. The presumption is on you16.

La ley tiene su origen último en las denuncias sobre trabajo forzoso y abusos de derechos humanos en la re-
gión china de Xinjiang, en particular en la producción de algodón para la industria textil, en un contexto ge-
neral de críticas hacia la política china en esta región. Se ha denunciado que el gobierno chino ha establecido 
un sistema de internamiento masivo, vigilancia y trabajo involuntario en sectores de la población uigures, 
kazajos, y otros pueblos minoritarios de la Región Autónoma de Xinjiang. Algunas estimaciones apuntan que 
hasta 1,8 millones de personas han estado detenidas, al margen del sistema judicial, en una red de campos 
de internamiento. Se ha denunciado que los detenidos son sometidos a tortura, esterilización y violaciones. 

13	 Los Angeles Times. “France probes claims that Uniqlo, Skechers, Zara used forced Uyghur labor”. Source: https://www.latimes.com/
business/story/2021-07-05/skechers-uniqlo-zara-uhghur-labor

14	 Inditex. Derechos laborales. Fuente: https://www.inditex.com/web/guest/comprometidos-con-las-personas/nuestros-proveedores/
respeto-a-los-derechos-laborales

15	 Charlton (2021).

16	 Kine y Bade (2021).
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Las autoridades chinas niegan lógicamente estas acusaciones, alegando que en estos campos se realizarían 
actividades de reeducación, con el objetivo de combatir el terrorismo y el extremismo.

Se ha denunciado también que los campos de internamiento iban acompañados de un amplio sistema de 
trabajo forzoso que involucraba no solo a las personas que estaban internadas, sino también personas que 
ya habían sido liberadas de los campos. Estos sistemas de trabajo obligatorio o forzoso serían especialmente 
relevantes en los sectores del algodón y textiles. Se ha denunciado igualmente que miembros de estas mino-
rías habrían sido trasladados de manera forzosa a otras partes de China, lejos de Xinjiang, para trabajar en 
fábricas textiles y de confección. 

Xinjiang representa casi el 20% de la producción mundial de algodón, con una producción anual superior 
a la de todo Estados Unidos. Su posición en el polisilicio refinado, el material a partir del cual se construyen 
los paneles solares, es aún más dominante, representando casi la mitad de la producción mundial. Práctica-
mente todos los paneles solares basados ​​en silicio contienen probablemente silicio procedente de Xinjiang.

Algunas denuncias apuntan a que en ciertos casos se oculta la procedencia de muchos productos que son 
originarios de Xinjiang. Así, la investigación de Murphy et al.17 llega a la conclusión de que “hilados de algo-
dón y a base de algodón, textiles y prendas acabadas fabricadas en la Región Uigur han debido transportarse 
desde la región a otros lugares antes de ser enviados internacionalmente. Nuestros informes describen al-
gunas de las rutas a través de las cuales es probable que esos productos de algodón lleguen a los a consumi-
dores internacionales. Descubrimos que, si bien Estados Unidos es el mayor consumidor de ropa terminada 
de China, los principales destinos (en términos de valor y peso) para la exportación de China de algodón en 
bruto, hilados y tejidos son Bangladesh, Vietnam, Filipinas, Hong Kong, Indonesia y Camboya. Estos países 
representan más del 52% (tanto en valor como en peso) de los productos de algodón semiacabados expor-
tados desde China. Los fabricantes de estos países sirven como intermediarios en el acabado de prendas de 
vestir a base de algodón, ocultando así la procedencia del algodón”.

El estudio citado añade: “Las marcas internacionales pueden desconocer los fabricantes chinos de los que se 
abastecen sus proveedores. Nuestra investigación indica que ya no pueden permitirse ese desconocimiento y 
que la diligencia debida puede servir como una vía eficaz para identificar los riesgos en las cadenas de suminis-
tro. (...) Tanto los gobiernos como las empresas, independientemente de su tamaño, pueden y deben identificar 
estos canales y garantizar que los bienes elaborados con trabajo forzoso no lleguen a los consumidores”.

La ruta del algodón de Xinjiang para llegar a los consumidores finales

Fuente: Murphy et al. (2021)

Las empresas del sector textil afrontan una difícil situación. Por un lado, se enfrentan a la presión en sus 
países de origen y en otros países occidentales, para que no empleen algodón que, según esas denuncias, 
es producido en unas condiciones laborales que violan los derechos humanos. Por otro lado, China ha res-
pondido con la dureza y contundencia que le caracteriza desde hace algún tiempo, impulsando un boicot 
contra las marcas (como H&M o Nike) que se han atrevido a declarar públicamente que no utilizan algodón 
de Xinjiang.

17	 Murphy et al.. (2021).
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El tema de Xinjiang aparece de forma destacada en el informe que publicó en febrero de 2022 la Organiza-
ción Internacional del Trabajo sobre el cumplimiento en sus países miembros de las normas laborales18. El 
informe contenía duras acusaciones contra la política china en Xinjiang. Unos 13 millones de miembros de 
las minorías étnicas y religiosas en Xinjiang son objeto de actuaciones en función de su origen étnico y reli-
gión, una política que Beijing justificaba como “alivio de la pobreza”, “formación profesional”, “reeducación 
a través del trabajo” y erradicación del extremismo. 

Una característica clave del programa de China es el uso de trabajos forzados en o alrededor de los campos 
de internamiento o “reeducación” que albergan a unos 1,8 millones de uigures y otros poblaciones musul-
manes de la región. Según el informe, la vida en los “centros de reeducación” o campamentos se caracteriza 
por penurias extraordinarias, falta de libertad de movimiento y tortura física y psicológica. También men-
ciona el trabajo de presos en la recolección de algodón y la confección de prendas de vestir y calzado. Fuera 
de Xinjiang, los trabajadores uigures viven y trabajan segregados, deben asistir a clases de mandarín y se les 
impide practicar su cultura o religión. Como es habitual, el gobierno chino rechazó estas acusaciones, criti-
cando la evidencia utilizada en el informe como “una herramienta utilizada por las fuerzas anti-China para 
atacar a China difamando a Xinjiang”19.

En marzo de 2021, el Parlamento Europeo aprobó una resolución en la que pedía a la Comisión que prepa-
rara y presentara propuestas legislativas para la “debida diligencia obligatoria de la cadena de suministro” 
en toda la UE. En la resolución se presentaban una serie de sugerencias sobre elementos que debía contener 
esta legislación20.

En julio de 2021 la Comisión Europea y el Servicio Europeo de Acciones Exteriores (SEAE) publicaron una 
guía sobre “diligencia debida para que las empresas de la UE aborden el riesgo de trabajo forzoso en sus 
operaciones y cadenas de suministro”21. La guía, con carácter no vinculante, pretende ofrecer a las empresas 
europeas consejos prácticos sobre la implementación de prácticas efectivas de diligencia debida en materia 
de derechos humanos. También proporciona una descripción general de los estándares y principios inter-
nacionales sobre conducta empresarial responsable y diligencia debida relevantes para combatir el trabajo 
forzoso, incluyendo la OECD Due Diligence Guidance For Responsible Business Conduct (the OECD Guideli-
nes), UN Guiding Principles on Business and Human Rights (UNGPs) y las convenciones de la Organización 
Internacional de Trabajo.

La guía tiene como objetivo cumplir con uno de los objetivos de la estrategia comercial de la UE para “pro-
mover cadenas de valor responsables y sostenibles”. Anima a las empresas de la UE a tomar las medidas 
adecuadas para abordar los riesgos de existencia de trabajo forzoso en sus cadenas de suministro. 

En este sentido la guía se anticipa en relación con la propuesta legislativa de la Comisión sobre gobernanza 
empresarial sostenible22. Esta nueva legislación tiene como objetivo fomentar un comportamiento empresarial 
sostenible y responsable a largo plazo, e impondrá obligaciones en materia de diligencia debida medioambien-
tal y de derechos humanos a las empresas que operan en todos los sectores de la UE. Están incluidos requisitos 
para abordar el problema del trabajo infantil y del trabajo forzado en las cadenas de suministro. 

La guía refleja la creciente atención sobre los temas de trabajo forzoso a nivel mundial y una tendencia más 
amplia relacionada con la diligencia debida obligatoria y la transparencia en torno a derechos humanos. Se 
asume con creciente generalidad que las empresas de todos los sectores deben promover la implementación 
adecuada de prácticas de debida diligencia sólidas y efectivas, con el fin de reducir los riesgos de que existan 
prácticas de trabajo forzoso en sus cadenas de suministro y en sus operaciones comerciales. 

18	 Organización Internacional del Trabajo (2022).

19	 Se puede ver un resumen del informe, así como de las reacciones del gobierno chino, en https://chinadigitaltimes.net/2022/02/ilo-
reports-deep-concerns-about-labor-coercion-discrimination-in-xinjiang/ 

20	 Parlamento Europeo (2021).

21	 Comisión Europea (2021).

22	 Se puede seguir la evolución de esta iniciativa de gobernanza empresarial responsable en https://ec.europa.eu/info/law/better-
regulation/have-your-say/initiatives/12548-Gobernanza-empresarial-sostenible_es. 

https://chinadigitaltimes.net/2022/02/ilo-reports-deep-concerns-about-labor-coercion-discrimination-in-xinjiang/
https://chinadigitaltimes.net/2022/02/ilo-reports-deep-concerns-about-labor-coercion-discrimination-in-xinjiang/
https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12548-Gobernanza-empresarial-sostenible_es
https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12548-Gobernanza-empresarial-sostenible_es
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Algunos principios de las recomendaciones recogidas en la guía:

	– “Establecer una ‘política de tolerancia cero’ con respecto al trabajo forzoso, junto con otras políticas per-
tinentes para abordar cómo puede surgir el trabajo forzoso en la cadena de suministro de la empresa, 
por ejemplo, en relación con las prácticas de contratación y retención, la subcontratación, el recurso a 
agencias de contratación o el trabajo forzoso patrocinado por el Estado”.

	– “La política y los sistemas de gestión deben aclarar que los proveedores y el personal no se enfrentarán a 
represalias por notificar riesgos o casos de trabajo forzoso. No deben disuadir a los proveedores o al per-
sonal de informar sobre los riesgos o los casos de trabajo forzoso, sino que más bien deben proporcionar 
un procedimiento claro sobre cómo se abordarán los riesgos notificados y, en caso necesario, se traslada-
rán a los niveles superiores”.

	– “Sensibilizar al personal clave de las empresas (como los compradores o los responsables de la contrata-
ción) y a los proveedores sobre lo que constituye trabajo forzoso (por ejemplo, sus formas comunes, los 
tipos de trabajadores y cadenas de suministro vulnerables, y las expectativas de los proveedores, especial-
mente de los que trabajan en contextos de mayor riesgo). Revestirá especial importancia la sensibiliza-
ción interna de la empresa sobre el modo en que sus propias actividades, como sus prácticas de compra, 
pueden aumentar el riesgo de subcontratación no autorizada y otros factores de riesgo de trabajo forzoso”.

Las empresas deben considerar “señales de alerta” al analizar sus operaciones y cadenas de suministro en 
busca de casos de trabajo forzado. Así, en la guía europea se consideran tres tipos de factores de riesgo:

a) Factores de riesgo según el país 

	– Países que no han ratificado los convenios fundamentales de la OIT o tienen un historial deficiente de 
aplicación. 

	– Países con programas orquestados por el Estado que incluyen, entre otros:

•	 Una movilización masiva para programas nacionales de desarrollo a gran escala (especialmente en 
economías de planificación centralizada), 

•	 Programas laborales o de formación profesional dirigidos a personas pertenecientes a minorías (por 
ejemplo, étnicas o religiosas). 

	– Regímenes jurídicos que prohíben la huelga pacífica. 

	– Países con políticas y programas de trabajo en las cárceles. 

	– Incapacidad para llevar a cabo evaluaciones de riesgos exhaustivas, por ejemplo debido a amenazas o a 
la presencia forzosa de gobiernos o empleadores, etc. 

b) Factores de riesgo relacionados con la migración y la informalidad 

	– Empleo de trabajadores migrantes, en particular de trabajadores migrantes irregulares. 

	– Trabajadores contratados a través de terceros, incluidos los contratados por el gobierno. 

	– Trabajadores en alojamientos in situ o en alojamientos externos vinculados al empleador. 

	– Presencia de trabajadores empleados de forma informal. 

	– Ausencia de contratos de trabajo por escrito. 

	– Presencia de niños y adolescentes en el lugar de trabajo, en particular en entornos peligrosos. 

	– Los trabajadores no hablan la lengua local. 

c) Factores de riesgo vinculados a la presencia de factores de riesgo de endeudamiento 

•	 Existencia de acuerdos de crédito y de planes de deuda para los trabajadores. 

•	 Restricciones a la capacidad de los trabajadores para disponer libremente de sus salarios (por ejemplo, 
una parte desproporcionada de su salario se deduce para el alojamiento). 

•	 Los trabajadores no tienen libre acceso a sus documentos de identidad y residencia. 
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•	 Se obliga a los trabajadores a trabajar más horas extraordinarias de lo permitido por la legislación na-
cional o (en su caso) por los convenios colectivos bajo la amenaza de una pena. 

•	 Casos de abusos físicos o psicológicos, violencia o acoso. 

La guía también proporciona más detalles sobre las consideraciones transversales que las empresas deben 
tener en cuenta al realizar una debida diligencia responsable, que incluyen: aplicar la debida diligencia con 
perspectiva de género cuando corresponda; considerar la posible discriminación de minorías étnicas o religio-
sas; obtener información fiable sobre el origen de las materias primas empleadas en el proceso productivos.

Instrumentar procedimientos de diligencia debida: 
características, obstáculos

Las autoridades, tanto a nivel nacional como internacional, deben intervenir para asegurar el cumplimien-
to de los requerimientos que se establezcan sobre la diligencia debida en las cadenas de suministro. Se ha 
demostrado la insuficiencia de confiar en la aplicación voluntaria de medidas: según un estudio encargado 
por la Dirección General de Justicia y Consumidores de la Comisión (DG JUST), solo un 37% de las empresas 
encuestadas realiza la debida diligencia relacionada con los derechos humanos (y solo en el 16% de los casos, 
su debida diligencia cubre toda la cadena de suministro), mientras que otro 33% realiza la debida diligencia 
solo en ciertas áreas (por ejemplo, salud y seguridad, discriminación e igualdad, medio ambiente, comuni-
dades indígenas). Según los resultados de una encuesta entre grandes empresas alemanas realizada por el 
Ministerio Federal de Relaciones Exteriores, sólo el 22% de las empresas supervisan voluntariamente a sus 
subsidiarias y suministradores extranjeros para asegurar el respeto de los derechos humanos. 

Las empresas multinacionales pueden intentar eludir las responsabilidades de su actividad en los países en los 
que operan. Pueden ampararse mediante subsidiarias y empresas que controlan, aprovechando regulaciones 
débiles y deficientemente aplicadas en los países en desarrollo. Pueden también ampararse en acuerdos de 
suministro con empresas locales, cuya forma de funcionamiento alegan que no pueden controlar o conocer.

Una objeción planteada por algunas organizaciones empresariales es que las empresas con sede en la UE se 
verían en desventaja competitiva frente a otras empresas. Una forma de abordar esto sería obligar a todas las 
empresas que operen en el mercado de la UE a respetar los requisitos de diligencia debida, como sucede con 
la protección de datos personales.

El Parlamento Europeo ha estado abogando durante mucho tiempo por un marco legal más enérgico para 
obligar a las empresas de la UE a asumir su responsabilidad con respecto a los derechos humanos y las nor-
mas ambientales en las cadenas de suministro internacionales.

Según el Parlamento Europeo23: “La sociedad civil está firmemente a favor de una legislación obligatoria in-
tersectorial sobre la debida diligencia para las empresas de la UE. Más de 100 organizaciones de la sociedad 
civil de Europa y otras regiones han pedido a la UE que adopte una legislación de debida diligencia ambien-
tal y de derechos humanos, considerando que el enfoque voluntario para promover el respeto empresarial 
por los derechos humanos y el medio ambiente ha demostrado ser insuficiente y no previene violaciones de 
derechos humanos y daños ambientales. Los sindicatos también se han pronunciado a favor de la legislación 
obligatoria. La Confederación Europea de Sindicatos (CES) ha pedido una directiva europea sobre la diligen-
cia debida obligatoria en materia de derechos humanos y la conducta empresarial responsable, que debería 
abarcar las actividades de las empresas y sus relaciones comerciales, incluidas sus cadenas de suministro y 
subcontratación”. 

En cuanto a las empresas, muchas han expresado su deseo de que exista una legislación común en el ámbito 
de la UE. Las empresas favorecen un enfoque normativo uniforme de la UE, algo que refleja que la igualdad 
de condiciones y la seguridad jurídica son consideraciones importantes para ellas. Las empresas están a 

23	 Parlamento Europeo (2020).
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favor de un estándar uniforme a nivel de la UE en lugar de un enfoque nacional fragmentado que podría 
suponer desventajas en el mercado de la UE. 

Según el Parlamento Europeo, “un requisito obligatorio de diligencia debida a nivel de la UE requeriría que 
las empresas lleven a cabo la diligencia debida para identificar, prevenir, mitigar y dar cuenta de los impactos 
reales o potenciales sobre los derechos humanos y el medio ambiente en sus propias operaciones o cadena 
de suministro (...) Esta obligación requeriría que las empresas cumplan con un cierto estándar de implemen-
tación de debida diligencia en relación con los derechos humanos y los impactos ambientales en sus propias 
operaciones y cadenas de suministro (o cadenas de valor). La debida diligencia se entendería como un deber 
sustantivo más que como un mero cumplimiento de los requisitos formales e implicaría un enfoque flexible 
según el sector de actividad y el tipo y tamaño de la empresa. No obstante, debería garantizar la igualdad de 
condiciones entre las empresas y la seguridad jurídica”24.

El documento que estamos citando del Parlamento Europeo recoge diversas opciones para una legislación 
sobre diligencia debida. Reproducimos a continuación un gráfico que resume las opciones consideradas.
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22 PARLAMENTO EUROPEO (2020). 

Fuente: Parlamento Europeo 2020

24	 Parlamento Europeo (2020).
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¿Cuál debe ser el objetivo de los procedimientos de diligencia debida? Se trata de una actividad nueva, tanto 
para las empresas como para las Administraciones. Pero es un camino que hay que emprender; a lo largo de 
él se irá aprendiendo y se irán perfeccionando los mecanismos de los sistemas que se establezcan. 

El objetivo último debería ser que las empresas y todo tipo de entidades, con independencia del tamaño o el 
sector, establecieran procedimientos de debida diligencia sobre sus cadenas de suministro o las cadenas de 
las empresas en las que tengan una participación. Empresas de cualquier tamaño pueden verse implicadas 
en violaciones de derechos humanos o contratar con suministradores que lo hagan. La trazabilidad de las 
cadenas de suministro y la transparencia son posibles para organizaciones de todos los tamaños, aunque 
ciertamente existen obstáculos importantes para ello. 

En aquellos casos en los que estas evaluaciones no puedan llevarse a cabo de forma eficaz por tratarse de 
países con regímenes de trabajo forzoso patrocinados por el propio Estado, las relaciones con proveedores 
identificados como participantes en programas de trabajo forzoso deben ser interrumpidas, aunque ello 
suponga trastornos en el proceso productivo y un daño económico.

Las empresas deben informar de cuáles son sus proveedores en todos los niveles de sus cadenas de suminis-
tro. Los gobiernos deben considerar que sus registros de aduanas sean transparentes, con el fin de facilitar el 
análisis de los riesgos en dichas cadenas.

Las empresas que contraten a proveedores que utilizan trabajo forzoso deben ser consideradas como cul-
pables de beneficiarse de la explotación de estos trabajadores, de haber contribuido a una violación de los 
derechos humanos, a menos que puedan proporcionar pruebas de que tomaron medidas enérgicas para 
identificar y prevenir dicha situación. 

Los gobiernos deben establecer las herramientas adecuadas para investigar el trabajo forzoso en todos los 
niveles de las cadenas de suministro internacionales. Igualmente, los gobiernos deben establecer un régi-
men de sanciones (económicos y penales) para las empresas que sean culpables de aprovecharse del trabajo 
forzoso. En los casos más graves, en los que se pruebe que la empresa se aprovechó con conocimiento de 
situaciones de trabajo forzoso o que impliquen una violación de derechos humanos, los directivos responsa-
bles deben afrontar responsabilidades penales.

Recogemos a continuación un esquema y un cuadro resumen de cómo puede instrumentarse la diligencia 
debida, según la OCDE25.

Gráfico 2

Un modelo de diligencia debida, según la OCDE

25	 El gráfico y el cuadro resumen están extraídos de OCDE (2018) y Comisión Europea (2021), respectivamente.
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La instrumentación de procedimientos de diligencia debida se enfrenta a obstáculos y problemas de diver-
sa índole, que dificultan la actuación de las empresas. Vamos a repasar en este epígrafe algunos de los más 
significativos.

1- Una cuestión clave es identificar o definir cuáles son los comportamientos que contravienen los prin-
cipios de los derechos humanos. No es fácil definir de manera objetiva una situación de trabajo forzoso, o 
cuáles son las condiciones laborales que deben respetar todos los países, o cuál es el salario mínimo que se 
debe abonar a los trabajadores, el horario máximo aceptable, etcétera. Las condiciones de los países varían 
enormemente, y varían por tanto sus condiciones sociales y económicas. Obligar a pagar salarios relativa-
mente altos, por ejemplo, puede suponer que en determinados países se erosione su ventaja competitiva, 
con un efecto negativo sobre su crecimiento económico, el empleo, y en resumidas cuentas el bienestar de 
la población.

Se plantea pues un reto difícil: establecer los criterios objetivos para definir cuáles son las condiciones labo-
rales que constituyen una violación de los derechos humanos. Algo similar podría decirse en relación con el 
respeto a normas medioambientales.

2- Muchas empresas no tienen una información completa de sus cadenas de suministro. Tendrán que ana-
lizar a sus proveedores para elaborar un mapa de estas cadenas. En aquellos casos, como la nueva ley de 
Estados Unidos, en los que haya que probar positivamente que en los productos no se ha utilizado trabajo 
forzoso, los importadores tienen que presentar documentación detallada para poder liberar cualquier envío 
que consideren retenido indebidamente, un trabajo que puede resultar gravoso en coste económico y de 
tiempo.

La situación puede ser especialmente difícil para pequeñas y medianas empresas, que disponen de menores 
recursos para poder llevar a cabo esta labor de análisis de sus cadenas de suministro.

3- Existen también problemas y falta de información sobre la localización geográfica de los suministradores. 
Por ejemplo, y como ya hemos apuntado, el trabajo forzoso puede producirse en otras regiones de China, no 
solamente en Xinjiang. La población uigur de Xinjiang no solo se enfrenta a condiciones de trabajo forzoso 
dentro de las fronteras de Xinjiang: según denuncias formuladas por diversas organizaciones, también tra-
bajan bajo condiciones de trabajo forzoso en otros lugares de China. 

La nueva ley de Estados Unidos aborda este tema al prohibir también la importación de bienes realizado por 
entidades que trabajan con el gobierno de Xinjiang para reclutar, transportar, transferir, albergar o recibir 
fuera de Xinjiang trabajo forzoso de uigures, kazajos, o miembros de otros grupos perseguidos. Esto significa 
que en el caso de una empresa que utiliza trabajadores que han sido desplazados coercitivamente desde 
Xinjiang para trabajar en una instalación en, digamos, Shenzhen o Shanghai, sus productos serán tratados 
como si fueran fabricados en Xinjiang.

4- Se pueden producir perjuicios sobre las empresas en el caso de que tengan que reestructurar sus cadenas 
de suministro. Las principales empresas estadounidenses hicieron esfuerzos para retrasar la aprobación del 
proyecto de ley sobre trabajo forzoso, expresando su preocupación por su impacto económico.

La construcción de cadenas de suministro no es fácil, y lleva tiempo. Hay que identificar proveedores, nego-
ciar, enseñarles a fabricar los productos de acuerdo con ciertos requerimientos, supervisar posteriormente 
los productos y que éstos cumplan con dichos requerimientos, organizar la logística para el transporte, etcé-
tera. Son actividades que suponen un gasto considerable de recursos y tiempo. Por estos motivos, la sustitu-
ción de cadenas de suministro no es una tarea fácil, rápida o barata.

En el caso de la ley estadounidense, desde ciertos medios empresariales se ha criticado el procedimiento 
de actuación. En lugar de notificar a las empresas sobre los envíos problemáticos antes de que lleguen a los 
puertos de Estados Unidos, las autoridades aduaneras podrían esperar hasta que llegaran al país y luego pa-
ralizar la importación, a veces durante un período de meses, hasta que el importador proporcione pruebas 
de que no se ha empleado trabajo forzoso en la fabricación del producto.
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Es fundamental por tanto, en líneas generales, que las instituciones de control desarrollen procedimientos 
de control en coordinación con las empresas, con el fin de minimizar los trastornos en sus operaciones y en 
los costes derivados de implementar las obligaciones contenidas en la ley.

5- Hay que tener en cuenta los efectos negativos que se pueden producir sobre las poblaciones cuya si-
tuación se intenta proteger. Por ejemplo, los uigures pueden sufrir un daño económico si se interrumpe la 
producción en las fábricas en las que trabajan. La nueva ley estadounidense puede afectar a todos los tra-
bajadores uigures, no solamente los sometidos a algún tipo de explotación, por las dificultades para probar 
que en la fabricación de un producto no ha intervenido trabajo forzoso. La ley considera a priori que todo 
trabajo en Xinjiang es trabajo forzoso, a pesar de la gran extensión del territorio y de que amplias partes de 
su economía no están contaminadas por acusaciones de trabajo forzoso.

6- Están los problemas que se pueden presentar para demostrar que no se ha empleado trabajo forzoso en la 
cadena de suministro. La Forced Labour Act ha sido objeto de críticas porque supone obligar a las empresas a 
probar un negativo. Los importadores pueden refutar la presunción en el caso de que la Customs and Border 
Protection (CBP), el organismo a cargo de la protección de fronteras y de las aduanas, determine “mediante 
evidencia clara y convincente” que el producto no se fabricó mediante trabajo forzoso. Pero, ¿cómo puede 
un importador demostrar esto, de manera clara?

La responsabilidad de demostrar la no utilización de trabajo forzado es asignada a las empresas, algo que 
para algunas de ellas podría ser imposible de realizar. Los defensores de la ley argumentan que las empresas 
deben conocer cómo son sus cadenas de suministro y asegurarse de que en ellas se respetan los derechos 
humanos. Pero como hemos visto más arriba, ésta puede ser una tarea difícil y costosa.

La falta de cooperación, o incluso hostilidad, por parte de países en los que se encuentran localizados los 
suministradores puede dificultar, o imposibilitar, el ejercicio de los trabajos necesarios para llevar a cabo la 
diligencia debida.

China, por ejemplo, que ha negado sistemáticamente las acusaciones sobre genocidio y trabajo forzado en 
Xinjiang, expresó su rechazo enérgico a la Forced Labour Act de Estados Unidos, a la que consideró “una ma-
nipulación política y acoso económico en nombre de los ‘derechos humanos’”. 

Es muy difícil que los proveedores chinos de empresas extranjeras estén dispuestos a colaborar en auditorías 
o investigaciones sobre las condiciones de sus trabajadores, ya que se expondrían a represalias de las auto-
ridades chinas.

7- De manera similar, las empresas que realicen auditorías o trabajos de investigación pueden enfrentarse a 
represalias, tanto de las empresas investigadas como, sobre todo, de las autoridades del país en el que éstas 
se encuentran. Es probable por ello que muchas empresas rechacen realizar este tipo de trabajos de audito-
ría. Se trata de un nuevo obstáculo para poder llevar a cabo las labores de diligencia debida.

8- Finalmente, las empresas pueden enfrentarse a boicots por parte de los consumidores, alentados por 
frecuencia por las autoridades de sus países. En China, Walmart sufrió el rechazo de consumidores chinos: 
numerosos comentarios en redes sociales chinas denunciaron que no se podían encontrar productos de 
Xinjiang en las tiendas online operadas por Walmart.

La Cámara de Comercio Estadounidense en Shanghai ha señalado que el 30% de las empresas minoristas y 
de consumo mencionaron en una encuesta la reacción del público y los boicots de los consumidores como 
una de sus principales preocupaciones. Más de una décima parte de las empresas dijeron que habían redu-
cido sus planes de inversión en China debido a su preocupación por los boicots de los consumidores26.

Existen antecedentes en China de boicots de consumidores, en algunos casos impulsados de manera más 
o menos abierta por las autoridades, como reacción ante diversos tipos de actuaciones de otros países que 
consideraban “hostiles”. Un ejemplo destacado es, en 2017, el llamamiento, poco encubierto, por parte de las 

26	 Lin (2021).
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autoridades para que los ciudadanos chinos boicotearan los productos de Corea del Sur, a raíz de la instala-
ción en este país de un sistema de misiles que China alegaba podía afectar a su seguridad27.

Como consecuencia de todas estas dificultades, hay empresas que preferirán retirarse de países en los que 
resulte difícil llevar a cabo la diligencia debida que se exige en sus países de origen. Yahoo, por ejemplo, se 
retiró de China en 2021 alegando un entorno comercial y legal cada vez más difícil. El movimiento coincidió 
con la introducción por parte del gobierno de nuevas normas sobre gestión de datos. Motivos similares, 
relativos a las crecientes dificultades para operar, llevaron también a Linkedin a reducir drásticamente su 
actividad en China. Empresas del sector textil, como Reformation o Patagonia, han dejado de usar algodón 
de China porque no se podía garantizar que no estuviera producido con trabajo forzado.

Algunas empresas, sin embargo, se han plegado a las demandas de las autoridades chinas. Muji, el minorista 
japonés, ha publicitado sin reparos la venta de productos elaborados con algodón de Xinjiang. Cathay Pacific 
reemplazó su CEO y despidió a algunos empleados debido a su apoyo a las protestas en Hong Kong, ante el 
temor de que sus rutas en China se vieran amenazadas28.

Conclusiones: necesidad de apoyar a las empresas y de 
armonizar las políticas

Como hemos visto, son numerosos los obstáculos y problemas que pueden surgir en el establecimiento de 
sistemas de diligencia debida en las cadenas de suministro. En particular, las empresas pueden enfrentarse 
a una serie de situaciones difíciles, por la dificultad para implementar estos mecanismos, o la desventaja en 
la que pueden encontrarse frente a empresas de otros países en los que estos mecanismos no existen, por 
poner un par de ejemplos significativos.

Es necesario que las empresas cuenten con un marco que favorezca su cumplimiento de estas obligaciones. 
Hay dos elementos que son muy relevantes a este respecto.

En primer lugar, las empresas deben ser defendidas y respaldadas en el cumplimiento de sus obligaciones de 
diligencia debida, bien sea por sus gobiernos o por instituciones supranacionales como la UE. Si una empre-
sa, como ha sucedido en China, es represaliada porque adopta procedimientos para garantizar que en sus 
suministros en un país se respetan los derechos humanos, es preciso responder, con sanciones económicas 
en primer lugar. Los gobiernos de los países en los que se violen los derechos humanos deben ser conscien-
tes de que si toman medidas contra empresas que cumplan con estas obligaciones, se van a enfrentar a una 
respuesta.

El tema no es sencillo. En estas cuestiones, como en muchas otras, se tropieza con la desventaja que supone 
la “asimetría” en las condiciones en las que actúan los poderes públicos en los países democráticos y en los 
autoritarios. En los países democráticos los gobiernos están sometidos a las leyes, los procedimientos, los 
controles parlamentarios. El poder judicial es independiente. En los países autoritarios, como China, los 
gobiernos actúan sin estas cortapisas. No hay independencia del poder judicial, y los tribunales hacen lo que 
les ordenan las autoridades. En China, los poderes legislativo, judicial y ejecutivo están amalgamados en un 
poder “central”, único, que es el del Partido Comunista.

Pero, al igual que existen mecanismos para adoptar medidas antidumping, se deben instrumentar procedi-
mientos para responder a actuaciones abusivas de gobiernos autoritarios.

Las empresas, en suma, tienen que sentir que cuentan con una protección, un respaldo para cumplir con la 
ley. Si se les imponen obligaciones, se les debe otorgar además una protección adecuada para que puedan 
cumplir con ellas.

27	 Sobre este boicot puede verse, a modo de ejemplo, la información publicada en Forbes: https://www.forbes.com/sites/
ywang/2017/03/20/how-chinas-south-korea-boycott-will-play-out-politically-and-economically/?sh=2c953a4e2c23 

28	 En relación con las distintas reacciones empresariales puede verse Kaplan (2022).

https://www.forbes.com/sites/ywang/2017/03/20/how-chinas-south-korea-boycott-will-play-out-politically-and-economically/?sh=2c953a4e2c23
https://www.forbes.com/sites/ywang/2017/03/20/how-chinas-south-korea-boycott-will-play-out-politically-and-economically/?sh=2c953a4e2c23
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En segundo lugar, debe haber una unidad, una armonización de políticas. En el caso de Alemania ha habido 
protestas desde medios empresariales, que apuntan a que con la nueva legislación las empresas alemanas 
van a estar en desventaja frente a empresas competidoras de otros países que no están sometidas a los mis-
mos requisitos.

Se requiere el establecimiento a nivel europeo de una normativa. Esta normativa debería definir las líneas 
básicas del código de conducta que las empresas, de un cierto tamaño, deberían adoptar sobre los proce-
dimientos de control en sus cadenas de suministros para que en éstas se respeten los derechos humanos, 
laborales, y medioambientales. Igualmente, puede ser conveniente llevar el tema a la Organización Mundial 
de Comercio, e impulsar una regulación en el seno de esta organización, que tenga una dimensión global 
que afecte a todos sus miembros.

En la Unión Europea la adopción de una política común no va a ser sencilla. La UE ya da muestras de sus 
dificultades para adoptar una política común en numerosos temas. La ausencia de una política común hacia 
China es un ejemplo, y muy relevante a los efectos del tema que nos ocupa. Hay países que están adoptando 
una política de creciente dureza frente a las infracciones de derechos humanos y violaciones de las normas 
internacionales por parte del régimen de Beijing. Pero, por otro lado, otros países, sobre todo del Este y el Sur 
de Europa, quieren mantener buenas relaciones económicas con China y siguen una política mucho más 
contemporizadora.

En el caso de que no se puede llegar a una política común de la UE, porque algunos países lo rechazan, cabría 
explorar algún tipo de cooperación reforzada. Si las grandes economías europeas (Alemania, Francia, Italia, 
España, Países Bajos, etcétera), que tienen en conjunto un relevante peso económico y político se ponen de 
acuerdo en unas normas comunes, se habrá dado un gran paso.
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